	[image: image1.png]




	[image: image2.png]IX LEGISLATURA



ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 100 y 101 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza.

· Mediante la cual propone eliminar la posibilidad de que las mujeres puedan ser internadas en secciones especiales separadas de los hombres en instituciones mixtas, para solo dejar el supuesto del internamiento en instituciones destinadas para ellas, con la finalidad de evitar violaciones a derechos humanos.

Planteada por la Diputada Martha Garay Cadena, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 18 de Mayo de 2016.

Turnada a las Comisiones Unidas de Seguridad Pública y de Igualdad y No Discriminación.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 100 Y 101 DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, QUE PRESENTAN LAS DIPUTADAS Y DIPUTADOS INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, POR CONDUCTO DE LA DIPUTADA MARTHA GARAY CADENA.
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

P R E S E N T E.-

Los que suscribimos la presente Iniciativa, en el ejercicio de las facultades que nos confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en nuestro carácter de Diputadas y Diputados integrantes de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, nos permitimos someter al mismo, la presente Iniciativa de Decreto por el que se reforman los artículos 100 y 101 de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Las penas privativas de libertad, y su finalidad, han ido evolucionando desde la imposición de éstas como un mero castigo, para posteriormente ser concebidas como un medio de disuasión de los ilícitos, hasta la concepción actual, bajo un modelo técnico progresivo, en el que se pretende la reinserción a la sociedad de la persona que cometió un delito.  

En ese sentido, el actual artículo 18 constitucional establece que:

“…El sistema penitenciario se organizará sobre la base del respeto a los derechos humanos, del trabajo, la capacitación para el mismo, la educación, la salud y el deporte como medios para lograr la reinserción del sentenciado a la sociedad y procurar que no vuelva a delinquir, observando los beneficios que para él prevé la ley…”. 

Como se puede apreciar, son cinco las bases que cimientan el sistema penitenciario del Estado mexicano, y que buscan la reinserción a la sociedad de las personas sentenciadas.

En consecuencia, las autoridades mexicanas, a través de los sistemas de penitenciarios, tienen la tarea de ofrecer a las personas que se encuentran internas en los centros destinados para tal efecto, las condiciones que garanticen la existencia de dichos elementos y que les permitan, en consecuencia, su reinserción.

Por ello, es indispensable que los centros penitenciarios cuenten con la infraestructura, así como con los recursos materiales y humanos que ofrezcan actividades laborales y la capacitación para las mismas, que les permitan, además, continuar sus estudios básicos y el acceso a servicios de salud, así como las que promuevan las actividades deportivas.

Aunado a los elementos antes apuntados y que por sí mismos están orientados al ejercicio de prerrogativas fundamentales, la Constitución establece de forma expresa el respeto a los derechos humanos como uno de los ejes sobre los que deben girar las políticas de reinserción social.

Lo anterior es así, porque si bien la pena privativa de la libertad constituye un límite al ejercicio de ciertos y muy específicos derechos fundamentales, cierto es que corresponde a las autoridades penitenciarias garantizar el ejercicio de las prerrogativas que no son incompatibles con la pena privativa de libertad.

En tal virtud, las políticas públicas que se elaboran en la materia
 para promover, respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de las personas internas, tienen que tomar en cuenta no solo la normatividad doméstica, sino los estándares internacionales y las características propias de los grupos de población que se encuentran en los centros de reinserción social.   

En ese orden de ideas, las mujeres constituyen uno de los grupos, en los que en los procesos de planeación y elaboración de políticas públicas de reinserción social, se deben apreciar y considerar sus características y circunstancias particulares, máxime cuando se trata de mujeres embarazadas, lactantes y con hijos.
En ese sentido, la Asamblea General de las Naciones Unidas, mediante la resolución 58/183, de 22 de diciembre de 2003, invitó a los gobiernos, los órganos internacionales y regionales competentes, las instituciones nacionales de derechos humanos y las organizaciones no gubernamentales a prestar mayor atención a la cuestión de las mujeres que se encontraban en prisión, incluidos los hijos de las mujeres que se encontraban en prisión, con el fin de identificar los problemas fundamentales y los modos de ocuparse de ellos.

Posteriormente, 16 de marzo de 2011, dicho organismo internacional, mediante resolución aprobada por la Asamblea General, emitió las “Reglas de las Naciones Unidas para el tratamiento de las reclusas y medidas no privativas de la libertad para las mujeres delincuentes”, conocidas como las “Reglas de Bangkok”
; instrumento en el que se establecen medidas  específicas a considerarse en relación a las mujeres internas en centros penitenciarios y en las que se considera a las mujeres reclusas como uno de los grupos en situación de vulnerabilidad que tienen necesidades y requisitos específicos.

De un análisis de la legislación local, se advierte que si bien existe una especialización en materia de ejecución de sanciones, a través de la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, y que la misma contempla a las mujeres que se encuentran en los  centros penitenciarios; es necesario introducir algunos aspectos que abonen a la protección y ejercicio de los derechos de éstas, pero también de sus hijos, especialmente los que se encuentran con ellas.

Actualmente, en el artículo 100 del ordenamiento antes mencionado, se establece que las mujeres deben estar internadas en instituciones destinadas especialmente para ellas, o en su defecto, en secciones especiales de los establecimientos, pero siempre separadas de los hombres.

Sin embargo, a partir de la visita de supervisión que realizó la Comisión Nacional de los Derechos Humanos, en el marco del “Informe Especial sobre las Mujeres Internas en los Centros de Reclusión de la República Mexicana”
, y a efecto de dar cumplimiento a las recomendaciones emitidas por el referido organismo, el Titular del Ejecutivo del Estado, dispuso que las internas que se encontraban en los CERESOS mixtos, aún que se encontraban en áreas especializadas, fueran trasladadas a un centro de reinserción destinado especialmente para ellas, en este caso el ubicado en Saltillo.

Asimismo, la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, establece la posibilidad de que las mujeres internas puedan retener a sus hijos  con ellas  durante su primer año de vida, a cuyo término, éste estará a cargo de un familiar o bien, en caso de no haberlo, en instituciones autorizadas para tal efecto, a fin de que permanezcan en las mismas durante la estancia de la interna, previa opinión favorable de la Procuraduría de la Familia del Estado.

En virtud de lo anterior la presente iniciativa de reforma, propone, por un lado, eliminar la posibilidad de que las mujeres puedan ser internadas en secciones especiales separadas de los hombres en instituciones mixtas, para solo dejar el supuesto del internamiento en instituciones destinadas para ellas; con la finalidad de evitar las irregularidades y violaciones a derechos humanos que se pueden propiciar con el internamiento en centros mixtos, que contribuyen, por ejemplo, a abusos sexuales o a la prostitución.

Por otra parte, se propone además, que en el ordenamiento de mérito, no solo se aborde lo relativo a las mujeres con hijos, sino que se establezcan las condiciones mínimas que permitan a las mujeres embarazadas, lactantes o con hijos, el ejercicio de sus derechos, y de los de sus hijos, a través de la incorporación algunas buenas prácticas reconocidas en las “Reglas de Bangkok”, en específico en aspectos como el contacto con sus familiares, la alimentación, la salud, la lactancia, el desarrollo integral de las niños y niños, la prohibición expresa de sanciones disciplinarias de aislamiento o confinamiento a las mujeres embarazadas, con hijos o a las madres en período de lactancia, así como la prohibición expresa de que las niñas y niños que se encuentren en las instituciones penitenciarias con sus madres sean tratados como internos.
El establecimiento de estas disposiciones en la Ley de Ejecución de Sanciones Penales y Reinserción Social para el Estado de Coahuila de Zaragoza, constituye un reconocimiento expreso de los derechos humanos de las mujeres internas y de sus hijos; pero además, genera obligaciones específicas a cargo del Estado que promueven, protegen y garantizan el ejercicio de sus derechos.

Por lo anterior, se somete a este Honorable Congreso del Estado para su estudio, análisis, y en su caso aprobación, la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 100 Y 101 DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los artículos 100 y 101 para quedar como sigue:
Artículo 100. Centros penitenciarios para mujeres

Las mujeres serán internadas en instituciones destinadas especialmente para ellas. Se alentará y facilitará por todos los medios razonables el contacto de éstas con sus familiares, incluidos sus hijos, así como de los tutores y representantes legales éstos. 

Artículo 101. De las mujeres embarazadas, lactantes y con hijos

A las mujeres embarazadas y lactantes, así como a sus hijos, se les suministrará alimentación suficiente y puntual, y recibirán asesoramiento sobre su salud y dieta a través de programas elaborados y supervisados por la Secretaría de Salud en los que se tendrán en cuenta las necesidades médicas y de alimentación. 

Las niñas y niños que vivan con sus madres en los centros penitenciarios dispondrán de servicios permanentes de atención de salud, y su desarrollo será supervisado por especialistas, en colaboración con los servicios de la Secretaría de Salud. Asimismo, las niñas y niños que se encuentren en las instituciones penitenciarias con sus madres nunca serán tratados como internos. 

A las internas cuyos hijos se encuentren con ellas se les brindará el máximo de posibilidades de dedicar su tiempo a ellos.  Asimismo, no se impedirá que las mujeres internas amamanten a sus hijos, salvo que existan razones sanitarias concretas para ello. 

No se aplicarán sanciones disciplinarias de aislamiento o confinamiento a las mujeres embarazadas, ni a las mujeres con hijos o a las madres en período de lactancia.

Las internas con hijos podrán retenerlos consigo hasta que cumplan su primer año de vida a cuyo término y sólo en caso de que éstas no cuenten con algún familiar que pueda hacerse cargo de éstos, teniendo presente el interés superior del niño y previa opinión favorable de la Procuraduría para Niños, Niñas y la Familia, podrán solicitar su asilo en las instituciones autorizadas para tal efecto, a fin de que permanezcan en las mismas durante la estancia de la interna.
Toda decisión de retirar a los hijos de las mujeres internas en los centros penitenciarios debe adoptarse con delicadeza, tras comprobarse que se han adoptado disposiciones alternativas para su cuidado y, en el caso de las internas extranjeras, en consulta con los funcionarios consulares.

En su caso, las actas de nacimiento de las niñas y niños nacidos en las instituciones penitenciarias señalarán como domicilio el del padre, o en su defecto, el que tenía la madre antes de su detención.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO ÚNICO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SALTILLO, COAHUILA DE ZARAGOZA, A 29 DE ABRIL  DE 2016.

ATENTAMENTE.

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO

ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN LOS ARTÍCULOS 100 Y 101 DE LA LEY DE EJECUCIÓN DE SANCIONES PENALES Y REINSERCIÓN SOCIAL PARA EL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
� Lo que contempla, entre otros documentos, las reglas y normas de las Naciones Unidas en materia de prevención del delito y justicia penal relacionadas principalmente con el tratamiento de los reclusos, en particular las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, los procedimientos para la aplicación efectiva de las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, el Conjunto de Principios para la protección de todas las personas sometidas a cualquier forma de detención o prisión  y los Principios básicos para el tratamiento de los reclusos.


� Asamblea General de la Organización de las Naciones Unidas, Sexagésimo quinto período de sesiones, resolución: A/RES/65/229, 16 de marzo de 2011, disponible en: https://www.unodc.org/documents/justice-and-prison-reform/crimeprevention/65_229_Spanish.pdf


� Informe Especial sobre las Mujeres Internas en los Centros de Reclusión de la República Mexicana, CNDH, publicado el 18 de febrero 2015. Disponible en: http://www.cndh.org.mx/sites/all/doc/Informes/Especiales/2015_IE_MujeresInternas.pdf





